“El Ilícito Tributario en Costa Rica”

Gerardo Durán

(Ponencia desarrollada en las “I JORNADAS SOBRE FISCALIDAD DE PAISES CENTROAMERICANOS”.

Evento organizado por la FUNDACIÓN HISPANOAMERICANA DE ESTUDIOS FISCALES
en Madrid el 26 y 27 de noviembre de 1997)
INTRODUCCIÓN

Las sanciones que se apliquen a las conductas ilícitas tributarias, constituyen tema de capital importancia en la lucha contra el fraude fiscal. Dependiendo de su orientación general y de su diseño correcto, se podrán obtener avances en la promoción del cumplimiento voluntario ó estancarse y hasta retroceder en la consecución de ese objetivo. En definitiva, las sanciones hacen la diferencia entre el cumplimiento íntegro y oportuno de las obligaciones tributarias y aquel que no reviste esas características.

Aunque ningún país –hasta donde se conoce- ha logrado erradicar totalmente el fraude fiscal, en algunos se ha avanzado notablemente en ese sentido. Las experiencias de esos países, pueden y deben ser aprovechadas por otros que como Costa Rica, muestran rezago importante y en los que el incumplimiento de los contribuyentes en mayoritario.

Pero su simple “transplante” sin un esfuerzo previo de reflexión y análisis, respecto del contexto en que lograron el éxito y su contraste con las circunstancias locales, entraña riesgos que podrían conducir a la adopción de medidas y al fracaso.

En esta nota, partiendo de la realidad costarricense de bajo nivel de cumplimiento tributario, se analiza el régimen sancionador vigente y se plantean lineamientos sobre los cuales se deberían elaborar las reformas necesarias, para convertirlo en un instrumento eficaz en la promoción del cumplimiento voluntario y, en consecuencia, en la lucha contra el fraude.

1. COSTA RICA, UN PAIS DE BAJO CUMPLIMIENTO TRIBUTARIO

1.1 CONCEPTO

Hay países en los que la gran mayoría de quienes están obligados  a presentar declaraciones impositivas, las presentan, lo hacen correctamente y pagan su deuda. Estos países pueden ser denominados de cumplimiento generalizado o de alto cumplimiento tributario.

Hay otros en donde, por el contrario, son muchos los obligados tributarios que omiten sus declaraciones, muchos los que presentan en forma falsa e incompleta, muchos los que no pagan las cuotas declaradas. Son conocidos como países de bajo cumplimiento tributario.

Costa Rica, país donde la evasión tributaria es una especie de deporte nacional que se practica con gran entusiasmo, se tendría que incluir en el segundo grupo.

1.2 INDICIOS DEL FRAUDE FISCAL

Con alguna periodicidad se consignan diferentes cifras, principalmente en los medios de comunicación social, que intentan cuantificar el fraude fiscal y cuya única coincidencia es que  omiten el método de cálculo, lo cual les resta toda credibilidad. Sea cual sea su magnitud, lo cierto es que hay una serie de indicios que pueden dar idea de ella. Los que se presentan a continuación, se obtuvieron de las mismas declaraciones del impuesto sobre la renta.

Para el periodo 1994, presentaron declaración casi 73.000 declarantes. Después de la reforma de agosto de 1995 y la publicidad que se dio a las nuevas sanciones que incluían una multa muy importante por la omisión o presentación de declaraciones, algo más de 142.0000 declarantes la presentaron. En otras palabras, esta obligación venía siendo incumplida por; cuando menos, la mitad de los obligados.
No obstante, la recaudación del impuesto para el periodo 1994-1996 se incrementó en el 37,8%, menos que la inflación del 39,5% para ese mismo periodo (hasta 1994, algo menos del 50% de los declarantes reportan “cero” impuesto a pagar en sus declaraciones; ese porcentaje se ha incrementado en los dos últimos años hasta llegar a representar el 65% en 1996).

Sólo 5 mil profesionales de los que ejercen liberalmente su profesión, presentaban declaración hasta 1994. Después de la reforma de 1995 que facultó a la administración tributaria para aplicar una cifra importante de renta presuntiva cuando estos profesionales omitan la declaración, más de 14 mil la presentaron. Sin embargo, la media de impuesto declarado por ese grupo, es mucho menor a la que pagan por sus salarios mediante retención única y definitiva, los profesionales que laboran para el sector público donde los ingresos que se obtienen son bastante inferiores.

1.3 OBJETIVO Y FACTORES PARA LOGRARLO

Mientras que para los países donde se cumple mayoritariamente con las obligaciones tributarias, el objetivo pudiera ser preservar ese alto nivel de cumplimiento, en los medios tributarios de bajo cumplimiento, no habría nada que preservar y el objetivo tendría que ser transformado. Esto es, crear poco a poco (porque no podría ser de otra forma), la cultura ó hábito de cumplimiento de las obligaciones impositivas. Para el logro de este objetivo es necesario que concurran en forma armónica los siguientes factores: primero, la capacidad de la administración para conocer y determinar los incumplimientos y, segundo, que existan sanciones adecuadas. (ILLANES, 1983)

En cuanto al primer factor, se debe admitir que la administración costarricense no ha mostrado gran capacidad en ese cometido. Precisamente, ante tal situación, desde agosto del año pasado se ejecuta un “Proyecto de Modernización de la Administración Tributaria” (PMAT), con la cooperación, asesoría y dirección de la Agencia Estatal de Administración Tributaria de España. El PMAT pretende “una profunda reforma del modo en los impuestos son gestionados, con las miras puestas en facilitar el cumplimiento voluntario, detectar y sancionar los incumplimientos, proyectar una imagen de transparencia y rigor técnico en todas las actuaciones y, en suma, obtener un crecimiento sostenido de la recaudación”. (GOMEZ-ACEBO Y SOLAR, 1997)

Sobre el segundo factor, se centrará este documento a partir del próximo apartado.

2.  LAS SANCIONES EN UN MEDIO DE BAJO CUMPLIMIENTO

Las sanciones establecidas en un sistema tributario tratan de dar respuesta a la interrogante ¿qué sucede si no se cumple la obligación tributaria correcta y oportunamente? Si la respuesta fuera que tal incumplimiento no acarrearía consecuencias más gravosas que el cumplimiento correcto y oportuno, habría una clara tendencia al incumplimiento. Si la respuesta fuera la contraria, es decir, que el incumplimiento implicara el riesgo efectivo de tener que cumplir de una forma más onerosa, se podría esperar un mejor cumplimiento voluntario de las obligaciones tributarias.

La sanción debe constituir, en consecuencia, un medio para que, en conjunto con la capacidad administrativa para detectar y controlar el incumplimiento, se logre la transformación de la conducta evasora de los infractores de las obligaciones tributarias.

En países en los que se ha alcanzado niveles altos de cumplimiento tributario, las sanciones penales se establecen para preservar ese medio, lo cual tiene fundamento lógico: las sanciones se establecen para que los integrantes del grupo social se abstengan de conductas evasoras, lo cual se logra por el efecto ejemplarizante que la pena impuesta a algunos pocos defraudadores tiene en la mayoría que cumple con sus obligaciones. De este modo, “la sociedad castiga a los malos como ejemplo para que los buenos sigan siendo buenos”. (ILLANES, 1980)

Por la naturaleza del bien jurídico en juego, el proceso para la aplicación de sanciones penales, que supone la determinación del contenido subjetivo de la conducta del infractor, es lento y costoso por lo que su aplicación es, necesariamente, selectiva ó excepcional. El hecho de que sean pocos los castigados no es extraño donde solo una minoría no cumple, además que el efecto ejemplarizante lo proyecta la severidad del castigo y no el número de castigados.

Pero el enfoque a la sanción penal, en medios de bajo cumplimiento no es el adecuado porque la aplicación de las sanciones penales tiene carácter de selectividad. En un país, donde los incumplidores son mayoría solo se podrían aplicar unos pocos por lo que no sería eficaz (pretender llevar masivamente a los contribuyentes a la cárcel, crearía –obviamente- mayores problemas que la solución que se busca).

El defraudador no actúa por impulsos o pasiones, sino que razona, calcula y pondera, lo que lo hace muy consciente sobre las consecuencias de su conducta evasora. Las probabilidades de que en este medio, se apliquen sanciones penales son bajas. Poco ó casi nada, influirá en la modificación de su conducta el que se establezcan sanciones severas, si no se convence al colectivo de que existe una altísima probabilidad de que se aplique.

Si el castigo penal no es adecuado para sancionar el incumplimiento generalizado que presentan algunos países (como es el caso costarricense) la orientación deberá ser otra. El sistema sancionador debe orientarse a establecer diferencias entre el contribuyente que cumple voluntariamente y el que incumple, de forma tal que este último tenga que hacerlo en condiciones diferentes, más gravosas. Así la sanción deja de tener connotaciones de castigo y se convierte en un medio para la promoción del cumplimiento voluntario.

Las sanciones deber ser pecuniarias, es decir, consistir en multas aplicables a cada forma objetiva de incumplimiento y deben estar integradas en un verdadero sistema establecido legalmente, que incluya tanto las infracciones y las sanciones, así como las normas que regulen su aplicación.

La sanción básica o general debe tener reducciones si el contribuyente cumple extemporáneamente pero sin acción de la administración e incluso cuando, habiendo sido requerido por aquella, cumpla dentro del plazo que se le concedió. Sólo se cobraría la totalidad si la administración es obligada a forzar el cumplimiento. Se espera de esta manera, inducir o promover el cumplimiento del contribuyente, al percibir esta disminución como un incentivo.

En síntesis, en un país donde los contribuyentes que incumplen son la mayoría, las sanciones han de ser un medio en el esfuerzo por transformarlo en otro donde el cumplimiento sea aceptable, cuando menos. Para ello, la sanción debe configurarse de tal manera que sea el elemento diferenciador entre el cumplimiento correcto y oportuno y el que no revista esas condiciones. No debe orientarse al castigo penal porque este tipo de sanción tiene una aplicación de carácter excepcional, inadecuada para transformar estos medios. Debe fijarse en términos pecuniarios para que sea de ágil y generalizada aplicación, con lo que el infractor la percibirá como un riesgo efectivo y altamente probable. Sólo así se le podrá inducir a modificar su conducta.
3. LOS ILÍCITOS TRIBUTARIOS EN COSTA RICA, DESCRIPCIÓN
Mediante la Ley 7535 del 1 de agosto de 1995 se sustituyó el título del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, por uno nuevo bajo la denominación de “Hechos Ilícitos Tributarios”, cuya vigencia se inició hasta 1996.

Antes de esa reforma estaban definidas una serie de sanciones consistentes en multas de aplicación administrativa, principalmente por el incumplimiento de deberes formales y cuyo rasgo más notable era su insuficiencia. La Ley del Impuesto General sobre las Ventas (impuesto sobre el valor agregado) disponía, también, la sanción de cierre de negocios por no registrarse en la administración, por no emitir comprobantes de ventas o no efectuar las retenciones cuando correspondiera.

La legislación tipificaba algunos ilícitos tributarios como “delito de defraudación fiscal”, sancionándolos con multa de una a cuatro veces el valor defraudado y encomendando su conocimiento a la jurisdicción contencioso administrativo; no obstante, fueron muy escasos los casos que se tramitaron por ese concepto.

A lo inadecuado e insuficiente de esas sanciones
 se agregaba uno de los errores más graves que puede contener cualquier sistema tributario: por defectos en la normativa legal, no se podía cobrar intereses de demora en las actuaciones administrativas que determinaran diferencias en las cuotas tributarias declaradas. Con semejante deficiencia se creó un enorme privilegio para el incumplidor quien, como es fácil advertir, obtenía beneficios de su conducta infractora, al poder declarar datos falsos, esperar a que la administración lo determinara –si es que lo detectaba- impugnar hasta agotar la vía administrativa (lo cual puede llevar hasta tres años) y pagar sin ningún recargo financiero. Aunque en la reforma de 1995 se intentó la corrección, sólo se podrán cobrar intereses si la deuda está vinculada con hechos sujetos a sanciones penales tributarias ó si el Tribunal Fiscal Administrativo califica de “litigante temerario” al contribuyente. Por supuesto, es urgente que permita cobrar intereses de demora desde la fecha en que se debió hacer el ingreso, en todos los casos en que se determinen tales diferencias.

Con la reforma a que se hizo referencia en el primer párrafo, los ilícitos tributarios se agruparon en tres categorías:

3.1 INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS

Bajo esta denominación se incluyen una serie de incumplimientos sancionados con multas y cierre de establecimientos comerciales. Su aplicación corresponde a la administración tributaria que debe aplicar un procedimiento que se inicia con la notificación al infractor, quién puede ejercer recursos ante aquella y ante el Tribunal Fiscal Administrativo, órgano que agota la vía administrativa y que dispone de un plazo de un año para resolver.

En el siguiente cuadro se presenta un resumen de los diferentes incumplimientos tributarios agrupados en esta categoría:

Cuadro 1

INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS

	TIPOS
	SANCION



	Presentación extemporánea de declaraciones

No retener tributos

Omitir o retardar comunicación de haber iniciado actividades 
	Seis salarios base

	Pago extemporáneo de retenedores

Pago extemporáneo de otros obligados
	3% por mes

1% por mes ó fracción

	Omitir inscribir bienes de registro obligatorio

No comunicar cambio domicilio fiscal
	Tres salarios base

	Quienes no concurran a la administración cuando se requiera su presencia

No mantener comprobantes y registros en el domicilio fiscal ó lugar autorizado

No permitir inspección de locales, existiendo orden de allanamiento
	Un salario base


Notas:  

1. El salario base se refiere al salario base mensual del puesto de “oficinista 1” del Poder Judicial contenido en la relación de puestos de la Ley Anual de Presupuesto de la República, que para este año es de 78.300 colones (casi USA $ 325).

2. La descripción de los tipos se presenta en forma resumida, por lo que no corresponde exactamente a la del texto legal.

3.2 LA SANCION PENAL

Las diferentes conductas infractoras sancionadas penalmente, se agrupan en dos categorías. El conocimiento de estos casos corresponderá a las Alcaldías de Contravenciones Tributarias y a los Tribunales Penales Tributarios, cuya creación se dispone en la Ley 7535 de 1 de agosto de 1995.

3.2.1 LAS CONTRAVENCIONES TRIBUTARIAS

Bajo esta categoría se incluyen una serie de faltas sancionadas con multas económicas y otras sanciones accesorias consistentes en la pérdida, por un plazo de tres años, del derecho a obtener beneficios fiscales, a celebrar contratos con la administración pública o en la inhabilitación para el ejercicio profesional, así como la destitución del cargo público si corresponde. En el cuadro 2 se relacionan las diferentes conductas infractoras que se incluyen bajo esta categoría.

3.2.2 LOS DELITOS TRIBUTARIOS

Para las conductas tipificadas como delitos, se dispone la pena de prisión en plazos que oscilan entre uno y diez años. En el cuadro 3 se presenta la relación de esta categoría de ilícitos tributarios.

3.2.3 PROCEDIMIENTO PARA APLICAR SANCIONES PENALES

Este procedimiento puede resumirse de la siguiente manera:

Cuando la administración tributaria detecte hechos que a su juicio configuren contravención ó delitos y una vez declarada la firmeza del acto administrativo que determina la obligación tributaria, deberá intimar a los contribuyentes para que un plazo de veinte días cumplan con el pago del tributo, los recargos e intereses que correspondan.

Si el sujeto pasivo pagara dentro del plazo concedido, acto que debe notificarse y que admite recursos en la vía administrativa, no existirá delito ni contravención.

Transcurrido el plazo de intimación sin que el interesado cumpla, se podrá remitir el expediente al Ministerio Público para que inicie la acción penal.

Cuadro 2

CONTRAVENCIONES TRIBUTARIAS

	TIPOS
	SANCION

	Disfrutar u obtener beneficios fiscales, devoluciones o exenciones que no corresponden.

Acreditar ingresos, gastos ó deducciones que no correspondan. 
	4 a 10 veces el impuesto sin pagar ó el beneficio percibido

	Llevar más de un juego de libros contables, sistemas de registro o contabilidades.

Adulterar o falsificar comprobantes o utilizar conscientemente comprobantes falsos.
	8 a 20 salarios base

	Omitir inscribir bienes de registro obligatorio

No comunicar cambio domicilio fiscal
	Tres salarios base

	Inexactitud u omisión de operaciones en los registros exigidos.

Transcripción inexacta en las declaraciones de datos que figuran en registros obligatorios.

No llevar contabilidad según normas y principios generalmente aceptados.
	5 a 12 salarios base


Notas:  

1. El salario base se refiere al salario base mensual del puesto de “oficinista 1” del Poder Judicial contenido en la relación de puestos de la Ley Anual de Presupuesto de la República, que para este año es de 78.300 colones (casi USA $ 325).

2. La descripción de los tipos se presenta en forma resumida, por lo que no corresponde exactamente a la del texto legal.

Cuadro 3

DELITOS TRIBUTARIOS

	TIPOS
	SANCION



	 Inducir a error a la administración tributaria mediante simulación de datos, deformación u ocultamiento de información verdadera para obtener un beneficio patrimonial para sí o un tercero, perjuicio de la Hacienda Pública:

      Si el monto defraudado no excede de 50 salarios base

     Si excede de 50 salarios base
	Prisión de 1 a 3 años

Prisión de 3 a 5 años

	No ingresar tributos retenidos 

     Si el monto retenido excede 50 salarios base

     Si excede 50 salarios base
	Prisión de 3 a 5 años

Prisión de 5 a 10 años

	Negar, ocultar o aportar de manera incompleta o falsa, información de trascendencia tributaria sobre terceros
	Prisión de 1 a 3 años



	Ocultar o destruir información, registros, programas, soportes magnéticos en las investigaciones y procedimientos tributarios; acceder sin autorización, por cualquier medio tecnológico, a las bases de datos de la administración.
	Prisión de 1 a 3 años

	Apoderarse, copiar ó destruir programas de cómputo utilizados por la administración tributaria y que esta hubiere declarado de uso restringido mediante resolución.
	Prisión de 3 a 10 años


Notas:  

1. La descripción de los tipos se presenta en forma resumida, por lo que no corresponde exactamente a la del texto legal..

2. En el cuadro no se incluyen algunos ilícitos que pudieran cometer los funcionarios de la administración y que se tipifican como delitos, sancionados con prisión que oscila entre 6 meses y 10 años.

4. SISTEMA SANCIONADOR, ANÁLISIS

Del análisis de los diferentes tipos ilícitos y sus correspondientes sanciones (cuadros 1 a 3) se pueden extraer las principales características del régimen sancionador vigente y plantear algunas consideraciones que se estiman importantes.

4.1  ENFASIS EN LA SANCIÓN PENAL
A lo largo del proceso para aprobación legislativa del sistema sancionador, las autoridades políticas insistieron en la necesidad de penalizar la defraudación fiscal. Sobre esa idea se elaboró y se promocionó el proyecto, por lo que no requiere un gran esfuerzo de análisis, descubrir ese rasgo fundamental del actual sistema.

La penalización del fraude en un país de baja cultura tributaria, como Costa Rica, puede calificarse como un significativo avance en la concienciación social sobre las implicaciones negativas de ese importante problema.

Desde esa óptica, por la gran cantidad de espacio y tiempo que consumió en los medios de comunicación social durante su tramitación, por la atención que le prodigaron diferentes sectores del país, por el consenso que logró de los diferentes grupos políticos que intervinieron en su aprobación legislativa, se puede valorar como un aporte positivo en la lucha contra el fraude fiscal. Pero hasta ahí.

Las razones que sustentan la conveniencia de enfatizar la sanción penal, en países de bajo nivel de cumplimiento tributario, quedaron anotadas en el apartado 2 de este documento, por lo que no se estima necesario repetirlas en esta oportunidad.

Baste con insistir en que la sanción no es más que un medio en el esfuerzo por transformar la conducta infractora mayoritaria que se da en países como Costa Rica. Pretender transformar un medio de bajo cumplimiento, de fraude generalizado, por medio de la sanción penal es un error, dado el carácter excepcional que tiene la aplicación de ese castigo. Es, en resumen, intentar solucionar un problema generalizado por medio de una solución concebida para países donde el problema está muy lejos de alcanzar ese calificativo.

Al inicio se consignó el marcado interés de la opinión nacional sobre el tema y la esperanza de que por fin, encarcelando a los defraudadores, se lograra que la Hacienda Pública recaudara los recursos necesarios para satisfacer la creciente demanda de servicios de la ciudadanía. Los defectos comentados, a los que se suman los propios de la conformación específica de algunas de las normas que lo integran (y que se reseñarán más adelante) pueden hacer ilusoria esa expectativa y crear un sentimiento de desilusión y frustración colectivos, que en nada favorecería la lucha contra el fraude.

4.2 INTENCION DE CASTIGAR ANTES QUE DE TRANSFORMAR

Congruente con su orientación penalizante, el sistema está concebido para infringir un castigo al defraudador, antes que lograr un cambio en la conducta infractora mayoritaria. Una vez que se incurre en el incumplimiento, sin reparar en el tiempo transcurrido, en las cuotas tributarias en juego, ni en la disposición a corregir del contribuyente, se aplicaría sin más.

Si se pensara que el efecto ejemplarizante de la pena que se impone, puede lograr ese cambio, habría que reiterar que la aplicación a muy pocos, en relación con el gran número de incumplidores, haría que las probabilidades efectivas de recibirla fueran muy bajas, por lo que es difícil lograr ese efecto.

Aún los ilícitos clasificados como infracciones administrativas están signados por la idea de castigo. Fueron diseñadas para imponer una multa (como consisten en sumas fijas, según sea el potencial económico del contribuyente, podrán ser ó exageradas ó exiguas), sin reparar en que algunos infractores aunque en forma extemporánea intentan reparar su incumplimiento aún antes de cualquier acción administrativa. Estas últimas conductas son preferibles a las de aquellos que esperan hasta que la administración los requiera, por lo que deberían estimularse reduciendo la sanción. Si no ¿quién y cuántos actuarían de esa manera?

Si alguna disminución que pudiera inducir esa disposición del contribuyente, de evidente conveniencia para la Hacienda Pública, serán muy pocos (quizás ninguno) los que tendrían interés en corregir voluntariamente su infracción. Seguramente esperarán a que se les requiera, apostando a la probabilidad (nada despreciable, por cierto) de que eso no suceda, disminuyendo el valor real de la multa y encareciendo los costos administrativos.

Las primeras experiencias han confirmado estas apreciaciones: contribuyentes de menor importancia relativa, al intentar presentar una declaración atrasada, son informados que adeudan una multa de cuarenta ó más veces el valor de la cuota a ingresar. La reacción más frecuente ha sido la de retirarse sin presentar la declaración y sin ingresar suma alguna. Paradójicamente, se está promoviendo el incumplimiento.

4.3 PRETENSION DE GENERALIZAR LA SANCION PENAL

Hay dos aspectos que resaltan esta característica errónea del régimen sancionador. El primero está relacionado con el gran número de incumplimientos clasificados como contravenciones y delitos tributarios (cuadros 2 y 3) y que deberían estar clasificados más apropiadamente como infracciones administrativas. Por ejemplo, el incumplimiento de la obligación de suministrar información de trascendencia tributaria sobre terceros, se tipifica como delito y se sanciona con prisión de uno a tres años.

Nada se lograría, en el control de las obligaciones tributarias de terceros, teniendo en prisión al contribuyente que se negara a suministrar la información derivada de sus relaciones económicas con aquellos. Sería mucho más conveniente que la administración mediante la aplicación de multas adecuadas, intente lograr el cumplimiento de esta obligación (si la resistencia persistiera, lo pertinente sería allanar y secuestrar la información, para lo cual dispone de facultades legales).

El segundo está asociado con la omisión de valores mínimos defraudados, a partir de los cuales se configure el delito. Ante ese defecto, se estaría en la situación bastante inconveniente, de tener que iniciar expedientes sancionadores en casos de limitado interés fiscal. Más aún, se tendría que emprender acciones en casos en que la especial situación de los acusados (ancianos, personas enfermas, etc.) puedan inspirar sentimientos de compasión en la opinión pública que menoscaben el objetivo buscado con el castigo. (ILLANES, 1980)

4.4 PROCEDIMIENTO DE APLICACIÓN INCORRECTO

Aparte de la lentitud innecesaria que significa el que la deuda deba estar confirmada en la vía administrativa (lo cual demora casi 3 años) para que se pueda presentar la denuncia, una de las disposiciones contenidas en el procedimiento para aplicar las sanciones penales, hace ilusoria tal aplicación y envía, a la vez, un mensaje que debe tranquilizar a los defraudadores al garantizarles impunidad casi absoluta.

En concreto, se trata de una disposición contenida en el artículo 81 del Código, relacionada con la intimación que debe hacer la administración al infractor como paso inicial del proceso sancionador, a la que se hizo mención en el punto 3.2.3 anterior, y que se transcribe textualmente:

“No existirá delito ni contravención, si dentro del plazo de intimación mencionado el sujeto pasivo paga el tributo, los recargos, los intereses y las multas, y cumple, si es el caso, con los deberes formales requeridos en la resolución administrativa de intimación”.

En gran parte, la conducta que los contribuyentes asuman respecto a sus obligaciones tributarias está condicionada por la percepción que tengan sobre las consecuencias de su incumplimiento, sobre la magnitud del riesgo que tal conducta implique. La administración tributaria, el régimen sancionador, el sistema tributario en su conjunto, deberían diseñarse para crear la convicción de que existe la capacidad de conocer y determinar los incumplimientos, de forzar su cumplimiento y de sancionarlos apropiada y efectivamente. En la medida en que esa convicción se logre, se podría esperar un mejoramiento del cumplimiento voluntario. Cada mensaje, cada señal, que se emita, debería estar marcada por esa orientación.

La disposición del artículo 81 que se transcribió, envía el mensaje contrario, que andaría por este orden:  Defraude todo lo que pueda que, en la eventualidad de que la administración lo descubra (aspecto en que no se ha demostrado gran capacidad, hasta la fecha) tendrá que correr todo el proceso administrativo (cuya duración media es de 3 años), al final del cual tendrá que concederle 20 días adicionales y pagando usted, ni habrá delito ni habrá pasado nada.

¿Cuál será el efecto que producirá esta disposición en conducta de los defraudadores? ¿Promoverá que la cambien ó los confirmará en las ventajas de perseverar en ella? ¿Sumará más contribuyentes a las filas del cumplimiento voluntario –objetivo de la gestión tributaria- ó al contrario, aumentará el número de defraudadores? ¿A cuántos de estos, se les podrá seguir el proceso penal y enviarlos a la cárcel? ¿Adonde está la supuesta severidad de las sanciones penales establecidas? ¿Y las expectativas de sectores importantes que aceptaron que esa era la solución del problema?

4.5 TRATO SIMILAR PARA INFRACCIONES FORMALES Y MATERIALES

Es este otro de los defectos que se puede identificar en el régimen sancionador actual:  no establece diferenciación clara entre el incumplimiento de deberes formales y el material de ingresar correcta y oportunamente los impuestos, gravando más severamente este último; incluso, se podría advertir un sesgo hacia el efecto contrario, cuando “lo más importante sea que el contribuyente pague lo que le corresponde, siendo accesorias las numerosas obligaciones formales a que está sometido”. (PEÑA GARBIN, 1997)

Así, la presentación extemporánea de una declaración sin cuota a ingresar, está sancionada con la misma multa (442 mil colones, casi USA $ 1.830) que aquella presentada también fuera de plazo, pero que liquida una suma millonaria. Otro tanto sucede con el cierre de negocios, el cual pudiera estarse promoviendo en algunos casos “por aspectos formales intranscendentes cuando se cumplen con las obligaciones sustantivas e incluso por encima de la media del sector”. (PEÑA GARBIN, 1997).

4.6 MULTAS DESPROPORCIONADAS O INSUFICIENTES

Las multas que se establecen están expresadas como “salarios base” con lo cual se lograría la actualización anual de su valor. No obstante, al no guardar ningún tipo de conexión con el potencial económico del contribuyente pueden ser desproporcionadas, en algunos casos. Así, tratándose de la sanción por presentación tardía de declaraciones, ha habido casos en que representa hasta 40 veces el tributo a ingresar. Pero en otros, para contribuyentes de gran magnitud económica podrían ser insignificantes (menos del 1% en varios casos).

Otro defecto que puede señalárseles es que al consistir en valores absolutos que no están en función del tiempo transcurrido entre la fecha de la infracción y la del momento en que se repara (vg.: una declaración del IVA omitida en el año 1997 tendrá una multa de 442 mil colones, sea que se presente un día, 2 meses o, 4 años después de la fecha establecida) su valor real tiende a disminuir por el efecto inflacionario
; claro desestímulo al cumplimiento voluntario y gran estímulo para que el infractor espera la acción de la administración, acción que podría no suceder nunca.

5. LAS REFORMAS NECESARIAS, LINEAS GENERALES

En medios de bajo cumplimiento tributario, donde la mayoría de los contribuyentes incumplen sus obligaciones, como sucede en Costa Rica, el objetivo debería ser su transformación en un medio de cumplimiento aceptable. Cada uno de los componentes del sistema tributario, deben estar diseñados en función de ese objetivo.

El sistema sancionador vigente, no es congruente con ese fin. Tanto por su orientación general, cuando por los defectos en la configuración de algunas normas que lo integran, antes de que promover el cumplimiento voluntario podría propiciar un incremento en el incumplimiento, el fraude fiscal. Será indispensable la adopción de reformas con carácter de urgencia. De lo contrario, el producto del esfuerzo por modernizar la administración tributaria, en que está  empeñado el país, podría quedar reducido a la identificación de los incumplidores y a la cuantificación precisa de sus incumplimientos.

Sobre la fase de los defectos y carencias señaladas en el aparte anterior, se considera necesario que las reformas se diseñen bajo los siguientes lineamientos generales:

5.1 EXCEPCIONALIDAD DE LA SANCION PENAL

Como la facultad de la administración tributaria para aplicar sanciones en forma eficaz, es un factor disuasivo del incumplimiento, al hacerlo más gravoso que el cumplimiento voluntario, la sanción penal debe reservarse sólo para casos muy graves ya sea por los medios utilizados ó por los valores defraudados.

Para enfatizar esa excepcionalidad, se propone:  reclasificar las contravenciones y hasta algunos delitos (por ejemplo, incumplir la obligación de suministrar información de trascendencia tributaria) como infracciones administrativas y definir un valor monetario de cierta importancia, a partir del cual se configure el delito.

Remarcado el carácter excepcional de la sanción penal, lo que sigue es darle eficacia al procedimiento de aplicación, por lo que se deben eliminar:  la intimación dispuesta en el artículo 81 del Código; la disposición de que las cuotas omitidas deban ser confirmadas en sede administrativa antes de presentar la denuncia; la norma que establece la creación de tribunales penales tributarios, remitiendo los procesos a los tribunales penales existentes, que es a los que es a los que corresponde “aplicar una pena por conductas subjetivamente dolosas, socialmente reprochables ó ilícitas, pues eso es propio del Derecho penal común más no del Derecho tributario”. (ROSS BRAVO, 1994)

5.2 DIFERENCIACIÓN DE LOS INCUMPLIMIENTOS

La gravedad del incumplimiento de un deber formal no es la misma que la de uno material. Las sanciones deben diferenciar de uno y otro, sancionando más severamente la infracción material de no ingresar oportunamente las cuotas tributarias y, en menor grado los incumplimientos formales incluyendo en estos últimos la presentación extemporánea de declaraciones. En este último caso, cuando exista cuota a ingresar, deberá aplicarse sanción por el pago extemporáneo, también.

5.3 PROPORCIONALIDAD DE LAS SANCIONES

Las sanciones que aplique la administración deberán consistir en multas que es la forma adecuada de hacer más desfavorable el incumplimiento. Tales multas deberán establecer conexión con algunos parámetros tales como los ingresos ó los activos, que las hagan acordes con el potencial económico y tributario del contribuyente, evitándose así ó su insuficiencia ó su exageración.

5.4 GRADUALIDAD DE LAS SANCIONES

Las sanciones constituyen un medio para promover el cumplimiento voluntario. Para lograr ese fin, será necesario que se estructuren de forma tal que el contribuyente adquiera la convicción racional, derivada de la relación costo-beneficio que pudiera establecer, de que le conviene más cumplir que incumplir, pero que incumpliendo, entre más pronto repare la falta menos onerosa le saldrá.
Para ese efecto, la ley debe conceder reducciones sobre la sanción general:  la mayor reducción se daría cuando el contribuyente cumple extemporáneamente pero antes de que la administración lo requiera; una vez producido ese requerimiento, se otorgaría una reducción si el contribuyente cumple en el plazo que se le fijó, pero sería inferior que la del primer caso; finalmente, si la administración tiene que subsanar el incumplimiento, se cobraría la totalidad.
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� Este aparte está basado en el tema “El Sistema de Infracciones y Sanciones Tributarias” desarrollado por Luis Illanes en su obra “El Control de los Impuestos en los Países en Desarrollo de América”, Volumen I.


� Por ejemplo, la presentación extemporánea de declaraciones tenía una sanción, si no había cuota a ingresar, de 200 colones (menos de USA $ 1, al tipo de cambio actual).


� El índice medio de inflación anual durante los dos últimos años fue del 18%.


� Las reformas del régimen sancionador que se proponen, están incluidas en el “Proyecto de Reformas Legales” elaborado dentro del Proyecto de Modernización de la Administración Tributaria, por una comisión de la cual formó parte el autor de este documento.
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